Radicación: 66001-31-87-003-2019-00088-01

Accionante: Cristian Andrés López Pérez 

Accionado: INPEC

Decisión: Confirma


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TRASLADO DE UN INTERNO / FACULTAD DEL INPEC PARA RESOLVER AL RESPECTO / IMPROCEDENCIA GENERAL DE LA TUTELA PARA ORDENARLO / CASOS EN QUE PROCEDE EL AMPARO CONSTITUCIONAL / SOPORTE LEGAL Y JURISPRUDENCIAL. 

… es pertinente recordar en primer lugar que las condiciones de reclusión de las personas privadas de la libertad con ocasión de una sentencia condenatoria, así como como el lugar en el cual la misma se hará efectiva es potestativo del INPEC, acorde con los postulados de los artículos 72 y 73 de la Ley 65 de 1993; por lo tanto, como acertadamente señaló el Juez Cognoscente, la injerencia que pueda llegar a tener la Judicatura en ello está limitada tanto por lo establecido en la Ley 65 de 1993, como por la jurisprudencia constitucional respecto al tema. (…)
… es clara la delimitación que tiene el Juez de tutela para inmiscuirse en este tipo de asuntos, al punto de hacer que ello solo se dé excepcionalmente cuando en el trámite constitucional se logra evidenciar una afectación realmente grave y seria a la integridad física, moral y psicológica de la familia por el distanciamiento con su ser querido que se encuentra detenido, pero para tal cosa, sería necesario que quien invoque la protección constitucional, demuestre con suficiencia y sin dejar lugar a dudas la gravedad de dicha afectación:

“En conclusión, tal como puede apreciarse, la jurisprudencia de este tribunal ha determinado que la intervención por vía de tutela en la facultad discrecional reglada del INPEC resulta excepcionalísima y solo se debe inaplicar el referente normativo para autorizar el traslado de internos, en los casos en los que se encuentre seriamente comprometida la integridad física, psicológica y moral de la familia, especialmente cuando se trata de los derechos de los menores de edad.”
REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.png]
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el señor CRISTIAN ANDRÉS LÓPEZ PÉREZ, accionante dentro del presente asunto, en contra del fallo de tutela proferido el 20 de noviembre de 2019 por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, mediante el cual negó el amparo de los derechos fundamentales invocados en contra del INPEC. 
ANTECEDENTES:

Manifestó el accionante que solicitó al INPEC su traslado de centro de reclusión, desde la Cárcel de Varones de Pereira hacia la de Cartago, argumentando la Unidad familiar, dado que sus hijos menores se encuentran en esa ciudad y les queda difícil trasladarse para visitarlo; el INPEC se negó argumentando razones de hacinamiento, pero desconoce que existe más hacinamiento en Pereira que en Cartago. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:
El Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad avocó el conocimiento de la actuación el 6 de noviembre de 2019, en contra del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, a quien ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 
Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante fallo del 20 de noviembre de 2019, negar la solicitud de amparo invocada, al determinar que el trasladado de un recluso es una facultad discrecional Director General del INPEC, ante la cual sólo puede intervenir el juez de tutela si logra verificar que la decisión obedece a un actuar irrazonable, caprichoso, arbitrario o infundado, de manera que pueda dejarse sin efectos el acto administrativo de traslado, lo que a criterio del A quo no se demostró en esta oportunidad. 
IMPUGNACIÓN:
Inconforme con la decisión, el accionante presentó en término un escrito mediante el cual la impugnó. Señaló que fue el Juez que dictó la sentencia quien adujo que él debía purgar la pena en la ciudad de Cartago. Por ello discurre que sí se están vulnerando sus garantías, en especial cuando su familia vive en esa ciudad. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Admisión: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2019. 

2. Problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si es viable, a través de este mecanismo constitucional, ordenar al INPEC el traslado del centro de reclusión de Pereira del señor Cristian Andrés López Pérez al de Cartago para que purgue allí su condena, por motivos de unidad familiar. 
3. Solución: 

Para resolver el problema jurídico planteado, es pertinente recordar en primer lugar que las condiciones de reclusión de las personas privadas de la libertad con ocasión de una sentencia condenatoria, así como como el lugar en el cual la misma se hará efectiva es potestativo del INPEC, acorde con los postulados de los artículos 72
 y 73
 de la Ley 65 de 1993; por lo tanto, como acertadamente señaló el Juez Cognoscente, la injerencia que pueda llegar a tener la Judicatura en ello está limitada tanto por lo establecido en la Ley 65 de 1993, como por la jurisprudencia constitucional respecto al tema.

De esta manera, se tiene que el artículo 75 de la norma en cita consagra como causales para el traslado de un interno las siguientes:

“Son causales del traslado, además de las consagradas en el Código de Procedimiento Penal:

1. Cuando así lo requiera el estado de salud, debidamente comprobado por médico oficial.

2. Falta de elementos adecuados para el tratamiento médico.

3. Motivos de orden interno del establecimiento.

4. Estímulo de buena conducta con la aprobación del Consejo de Disciplina.

5. Necesidad de descongestión del establecimiento.

6. Cuando sea necesario trasladar al interno a un centro de reclusión que ofrezca mayores condiciones de seguridad.

En consonancia con lo anterior, la Corte Constitucional en su desarrollo jurisprudencial, ha abordado el tema del poder discrecional que tiene la Dirección General del INPEC para tomar decisiones con respecto al traslado de los reclusos; así, en la Sentencia T-493 de 2013 (MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez) señaló:

“… 5.7 Entonces, jurisprudencialmente se considera que es arbitraria e injustificada la decisión en relación al traslado de los reclusos cuando, evidenciándose vulneraciones a derechos fundamentales no restringibles, la Dirección general del INPEC:

(i) Emite órdenes de traslado o niega los mismos sin motivo expreso.

(ii) Niega traslados de internos bajo el único argumento de no ser la unidad familiar una causal establecida en el artículo 75 del Código Penitenciario y Carcelario.

(iii) Emite órdenes de traslado o niega los mismos con base en la discrecionalidad que le otorga la normatividad, sin más argumentos.

5.8 Por el contrario, se observa que se ha considerado fundada la amplia facultad de apreciación de las causales de traslado, de los mismos cuando la decisión se encuentra justificada en las siguientes razones:  

(i) Que el recluso requiera una cárcel de mayor seguridad.

(ii) Por motivos de hacinamiento en los establecimientos penitenciarios.

(iii) Porque se considere necesario para conservar la seguridad y el orden público.

(iv) Que la estadía del recluso en determinado penal sea indispensable para el buen desarrollo del proceso.” (Negrillas por fuera del texto original)

Con base en lo que viene de decirse, es clara la delimitación que tiene el Juez de tutela para inmiscuirse en este tipo de asuntos, al punto de hacer que ello solo se dé excepcionalmente cuando en el trámite constitucional se logra evidenciar una afectación realmente grave y seria a la integridad física, moral y psicológica de la familia por el distanciamiento con su ser querido que se encuentra detenido, pero para tal cosa, sería necesario que quien invoque la protección constitucional, demuestre con suficiencia y sin dejar lugar a dudas la gravedad de dicha afectación:
“En conclusión, tal como puede apreciarse, la jurisprudencia de este tribunal ha determinado que la intervención por vía de tutela en la facultad discrecional reglada del INPEC resulta excepcionalísima y solo se debe inaplicar el referente normativo para autorizar el traslado de internos, en los casos en los que se encuentre seriamente comprometida la integridad física, psicológica y moral de la familia, especialmente cuando se trata de los derechos de los menores de edad.”

Acorde con lo anterior, no le queda a la Sala una alternativa diferente a la de ratificar la decisión de primer nivel. 
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE: 
PRIMERO: CONFIRMAR la decisión adoptada el 20 de noviembre de 2019 por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, con ocasión de la solicitud de amparo constitucional promovida por el señor CRISTIAN ANDRÉS LÓPEZ PÉREZ, por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión.

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SÁNZ

Magistrado
� En el caso de personas condenadas, la autoridad judicial la pondrá a disposición del Director del Inpec, en el establecimiento más cercano, quien determinará el centro de reclusión en el cual deberá darse cumplimiento de la pena.


� Corresponde a la Dirección del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario disponer del traslado de los internos condenados de un establecimiento a otro, por decisión propia, motivada o por solicitud formulada ante ella.


� Corte Constitucional, sentencia T-428 de 2014, M.P. Dr. Andrés Mutis Vanegas. 
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